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kins)", "Estados Unidos contra México (caso Janes)",
etc. Dada la manera en que el Relator Especial ha pre-
sentado el problema en su informe, se podría sostener
que pensaba en las reclamaciones de carácter interna-
cional, esto es, en reclamaciones que contienen un ele-
mento internacional; pero del texto de la base de dis-
cusión se desprende claramente que una "reclamación
internacional" y una "reclamación de Estado a Estado"
significan lo mismo. A su juicio, este problema no po-
drá resolverse hasta que la Comisión haya decidido si
el individuo puede presentar o no una reclamación
contra un Estado.

51. Que la reclamación internacional sea o no una re-
clamación nueva depende del punto de vista que se adop-
te. Según el derecho internacional tradicional, inclu-
so cuando una reclamación presentada por un Estado
se basa en una reclamación presentada por un particu-
lar ante un tribunal local, la reclamación del Estado
no sólo es nueva sino que es enteramente independien-
te de la que se ha sometido a los tribunales locales.

52. El Sr. AMADO hace observar que, según la
doctrina generalmente admitida, la responsabilidad in-
ternacional es siempre una relación de Estado a Esta-
do. Supone que un Estado pide satisfacción por algún
daño que se le ha causado. Este daño puede ser un
daño directo —como, por ejemplo, un atentado contra
los derechos del pabellón—, una violación del derecho
internacional —incumplimiento de un tratado, por ejem-
plo—, o un daño sufrido por un nacional. Según la
sentencia dictada por el Tribunal Permanente de Justi-
cia Internacional en el caso de las concesiones Mavrom-
matis18, en Palestina, es un principio elemental del
derecho internacional que un Estado tiene derecho a
proteger a sus nacionales que hayan sufrido un daño
por actos contrarios al derecho internacional cometi-
dos por otro Estado y del cual no han podido obtener
satisfacción por los medios ordinarios. Max Huber
formuló una idea análoga en su sentencia arbitral19 de
I° de mayo de 1925 sobre las reclamaciones del Reino
Unido en la zona española de Marruecos : una vez que
el Estado al cual pertenece el demandante intervie-
ne diplomáticamente en favor de su nacional, invocan-
do derechos derivados de convenciones o los principios
del derecho de gentes que rigen, fuera de los tratados,
los derechos de los extranjeros, nace un nueva recla-
mación de Estado a Estado.

53. El Sr. SPIROPOULOS estima que no es nece-
sario prolongar el debate sobre esta cuestión. La re-
dacción de la base de discusión No. VII tendrá que
ser modificada teniendo en cuenta las conclusiones de
la Comisión acerca de la base de discusión No. III.
Según estas conclusiones, parece evidente que la re-
clamación de un Estado es totalmente distinta de la
de un individuo y debe basarse en una reclamación por
violación del derecho internacional. El orador no ve
la posibilidad de enfocar el problema de otra mane-
ra sin aceptar la tesis del Relator Especial de que el
individuo ha de poder presentar su reclamación ante
una jurisdicción internacional.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.

a Publications de la Cour Permanente de Justice Internatio-
nale, Serie A, No. 2, 1924.

"Recueil des sentences arbitrales publié par l'Organisation
des Nations Unies, Vol. II, 1949, pág. 633.
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Responsabilidad de loe Estados (tema 6 del pro-
grama) (A/CN.4/96) (continuación)

1. El PRESIDENTE, resumiendo el debate de la
Comisión en su calidad de Relator Especial, dice que,
aunque en el derecho internacional actual es eviden-
te que se reconocen dos clases de responsabilidad,
civil y penal, no hay duda de que la tarea de la Comi-
sión es únicamente codificar el derecho relativo a la
responsabilidad civil. Del debate celebrado sobre la
base de discusión No. I, se desprende que la opinión
unánime de la Comisión es que la responsabilidad in-
ternacional de los Estados se limita a la obligación de
reparar los daños stricto sensu. El fin que persigue al
estudiar en su informe ambos tipos de responsabilidad
es simplemente establecer una distinción entre los dos
a fin de facilitar la labor de la Comisión.

2. Se plantea un problema análogo por lo que res-
pecta a la base de discusión No. VI. En los próximos
informes le será difícil eliminar todo elemento penal
del concepto de reparación, a pesar de que es induda-
ble que este elemento figura en algunos fallos
arbitrales de carácter internacional y, sobre todo, en la
práctica diplomática de los Estados por lo que respec-
ta a las reclamaciones. Está de acuerdo en que la cues-
tión de la responsabilidad penal sólo puede plantearse
en relación con las personas.
3. No ha hecho referencia en su informe al proble-
ma de la responsabilidad sin delito, mencionado en el
debate, pues al estudiar el problema ha tropezado con
una gran oposición a este concepto. De la jurispruden-
cia del Tribunal Permanente de Justicia Internacional,
de la Corte Internacional de Justicia, de varias comi-
siones que se ocupan de las reclamaciones y de otros
tribunales internacionales, se llega en todos los casos
a la conclusión de que el Estado sólo será responsa-
ble en caso de infracción o incumplimiento de una
obligación internacional. Además, el concepto de res-
ponsabilidad sin delito no se puede definir en derecho
internacional con tanta claridad como en las legisla-
ciones nacionales y, si se aceptara este concepto, habría
un número inmenso de casos en los que se considera-
ría a un Estado como responsable sin una base pre-
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cisa que justificara la inculpación. Si se introduce este
concepto en el derecho internacional, el campo de la
responsabilidad internacional quedará ampliado casi
ilimitadamente. Sin embargo, estudiará esta cuestión
y presentará sus propuestas en el próximo informe
para que las examine la Comisión.
4. Por lo que respecta a la base de discusión No.
III, la primera cuestión que se plantea es de termino-
logía. Está de acuerdo en que las expresiones "sujeto
activo" y "sujeto pasivo" de derecho internacional,
aunque las utilizan algunas autoridades en este cam-
po, no siempre son aceptadas. No obstante, no hay
otra solución para distinguir los dos problemas que
ha tenido que estudiar : la imputabilidad de la respon-
sabilidad y el hecho de ser titular del interés o derecho
lesionado. En el derecho internacional tradicional no
se plantean estos problemas de terminología pues el
Estado es el único sujeto de responsabilidad y el úni-
co titular del interés perjudicado. Sin embargo, en
las circunstancias actuales, cuando existen otros suje-
tos además de los Estados cuyos intereses pueden es-
tar afectados por la infracción o el incumplimiento de
una obligación internacional, es necesario efectuar una
distinción.

5. La Comisión ha examinado también el complica-
do problema esencial de si un individuo puede ser su-
jeto de derecho internacional. Sin embargo, esta cues-
tión tiene un carácter casi totalmente académico y no
es necesario resolverla en los casos determinados que
ha tenido que estudiar. Es evidente que la declaración
escueta de que el individuo es sujeto de derecho inter-
nacional es difícil de aceptar. Por otra parte, al estu-
diar el Proyecto de Código de Delitos contra la Paz y
la Seguridad de la Humanidad, la Comisión no tuvo
dificultades para aprobar la tesis de que el individuo
es sujeto de responsabilidad penal, admitiendo, por
tanto, directamente, que el individuo es sujeto de obli-
gaciones internacionales. Existen además otros casos
de los que se deducen las mismas conclusiones; el que
estos casos —por numerosos que sean— justifiquen
que se considere al individuo como sujeto de derecho
internacional es otra cuestión. Pero no se puede negar
que el derecho internacional actual impone obligacio-
nes y concede derechos al individuo. Sin embargo, la
cuestión que interesa a la Comisión es si los extranje-
ros cuando son partes perjudicadas son los únicos ti-
tulares del interés o del derecho lesionado. Aunque tie-
ne dudas a este respecto, hay que tener en cuenta los
numerosos casos concretos en los que el Estado no
se ha considerado afectado —y en realidad no tenía
motivos para ello— por los daños ocasionados a un
particular. En estos casos, si no se reconoce al extran-
jero como titular del interés o derecho lesionado no se
habrá cometido ningún daño, y esta persona no esta-
rá protegida por el derecho internacional. Precisamen-
te para evitar que el extranjero esté en tal situación
ha incluido en su informe la tesis de la capacidad del
individuo. Naturalmente, estas consideraciones no afec-
tan de ningún modo al derecho del Estado a presentar
una reclamación en nombre de la persona perjudicada
o basándose en un "interés general" en el caso.

6. Aunque el interés general de un Estado no sea
un concepto claramente definido, algunos fallos y sen-
tencias importantes lo ponen de evidencia. Es una
tentativa para conservar la idea tradicional de que un
Estado asume el interés de sus nacionales cuando re-
clama una reparación. No obstante, incluso en estos

casos, es necesario otro concepto además para asegu-
rar que el individuo no está completamente privado
de sus derechos como antes sucedía con frecuencia.
7. Refiriéndose a la base de discusión No. IV, ha
observado con satisfacción el amplio acuerdo a que han
llegado los miembros de la Comisión sobre la posibi-
lidad de conciliar el concepto de la norma internacio-
nal de justicia con el principio latinoamericano de la
igualdad entre extranjeros y nacionales. No es una
labor fácil, pero la Comisión debe tratar de encontrar
una fórmula de compromiso. Si lo consigue habrá
resuelto el dificilísimo problema que supone el conflic-
to existente entre dos escuelas jurídicas diametralmen-
te opuestas.
8. Aunque quizá parezca revolucionaria su opinión
sobre la naturaleza de una reclamación internacional,
según figura en la base de discusión No. VII, en rea-
lidad no lo es. Claro que en todos los casos en que el
Estado puede invocar un interés general, tiene dere-
cho a presentar una reclamación internacional que
será totalmente distinta de la que presente una perso-
na. El fin que persigue al insertar párrafos tan discu-
tidos es distinguir los casos en que, por acuerdo entre
dos Estados, la persona tiene derecho a entablar una
acción ante un tribunal internacional como órgano di-
rectamente competente para conocer de esta reclama-
ción, descartando al mismo tiempo la idea inherente
al "carácter público" de una declaración, pues esta
idea está en contradicción con la verdadera naturaleza
de los casos a los que acaba de hacer referencia. Estos
casos se presentan con cierta frecuencia, aunque algu-
nos miembros los califiquen de excepcionales. Además
del ejemplo del Tribunal Centroamericano de Justicia
y del Tribunal Mixto Arbitral de Alta Silesia (que
han resuelto más de 2.000 reclamaciones personales),
hay otro ejemplo más reciente: el tratado concluido
entre la República Federal de Alemania y los Estados
Unidos de América en virtud del cual un particular,
reconocido como titular del derecho lesionado, podrá
apelar directamente a un tribunal internacional sin
intervención de su gobierno, exceptuando los casos
en que puede decirse que éste ha intervenido previa-
mente por haber establecido por convención un siste-
ma jurídico internacional en el cual el particular sea
parte. Teniendo estos casos en cuenta, ha declarado
en la base de discusión No. III que "la capacidad
internacional para reclamar por los daños ocasionados
se debe reconocer, en principio, al sujeto titular del in-
terés o derecho lesionado". Las circunstancias de ca-
da caso dirán si la persona en cuestión tiene o no esa
capacidad. Como los ejemplos que ha mencionado de-
muestran que la Comisión se enfrenta con una práctica
reciente que al parecer continuará observándose, esti-
ma que no es conveniente hacer nada que dificulte su
desarrollo.

9. Se ha hablado también de los acuerdos mutuos de
seguridad concluidos por los Estados Unidos de Amé-
rica, entre otros con algunos países latinoamericanos,
Filipinas y Yugoeslavia. Ahora bien, estos acuerdos,
redactados en general en términos muy parecidos, se
refieren únicamente a causas concretas de responsa-
bilidad relacionadas con las inversiones efectuadas se-
gún la Ley de Cooperación Económica de los Estados
Unidos de 1948 y no afectan a la "cláusula Calvo".
El Estado sólo puede intervenir cuando la persona
privada delega su reclamación en el Estado que la
ampara a cambio de la indemnización por los daños
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sufridos, y, en los casos en que esta persona ha renun-
ciado ya a la protección diplomática, el Estado protector
no podrá actuar si no se ha producido una infracción
o incumplimiento de una obligación internacional. Aun-
que no puede decirse que estos acuerdos tengan gran
importancia en el conjunto de la responsabilidad inter-
nacional, los tendrá en cuenta en su trabajo de codifi-
cación.

10. El Sr. SPIROPOULOS dice que, al parecer, el
Relator Especial continúa sosteniendo las tesis en que
se basa su informe, es decir, que el particular titular
de un interés o derecho lesionado tiene capacidad
para presentar una reclamación internacional por los
daños sufridos. Esta tesis la aceptó únicamente un
miembro de la Comisión y todos los demás, salvo el
orador, la rechazaron más o menos rotundamente.
Hay que resolver esta situación, pues un Relator Es-
pecial difícilmente puede continuar presentando in-
formes que no tienen en cuenta la opinión de la ma-
yoría. Esta es la razón de que intervenga en el debate.

11. El informe del Relator Especial tiene el mérito
de contener muchas ideas nuevas. Desgraciadamente,
estas ideas, perfectamente justificadas en un trabajo
teórico, son demasiado nuevas para una codificación
del derecho relativo a la responsabilidad de los Esta-
dos. No obstante, la Comisión no debe adoptar una
actitud demasiado conservadora y rechazarlas todas
de plano. Después de la Conferencia de Codificación
de La Haya se han producido varios acontecimientos
que hay que tener en cuenta; uno de ellos es la con-
clusión de una Convención sobre los derechos huma-
nos por parte de varios países de Europa que han
sido los principales creadores del derecho internacio-
nal. Muchos gobiernos, entre ellos el de su país, no
han aceptado las disposiciones que dan a los particu-
lares derecho a presentar una reclamación contra su
propio Estado ante un Tribunal internacional, pero lo
fundamental es que otros gobiernos lo han aceptado y
el Tribunal estudia ya varios centenares de reclama-
ciones privadas. Basándose en este precedente y en
otros citados por el Relator Especial, quizás sea posi-
ble llegar a un compromiso.

12. Después de todo, en muchos litigios en los que
intervienen particulares sin alegarse una infracción
del derecho internacional, la comparecencia del Esta-
do demandante ante la Corte Internacional de Justicia
es una pura formalidad. El individuo es el verdadero
protagonista y su gobierno aprueba automáticamente
el abogado que él elija. Por lo tanto, ¿por qué no
enunciar el principio de que el Estado puede conceder
a sus nacionales el derecho, que de otro modo no po-
seerían, de apelar directamente a la Corte Internacio-
nal dei Justicia? Naturalmente, este procedimiento
sería excepcional y habría que reglamentarlo debida-
mente con una Convención internacional. Otra solu-
ción más amplia sería reconocer el derecho del indivi-
duo a apelar directamente a la Corte Internacional de
Justicia, dejando al Estado del cual es nacional la posi-
bilidad de poner el veto a este acto.

13. Faris Bey E L - K H O U R I hace observar que aun-
que la Corte Internacional de Justicia pueda acceder a
que una persona privada comparezca ante ella en nom-
bre de su gobierno, ni puede ni debe permitirle en-
tablar una acción en nombre propio. Para poner en
práctica la propuesta del Sr. Spiropoulos habría que
revisar el Estatuto de la Corte.

14. El Sr. SPIROPOULOS admite que el sistema
tendrá que ser sancionado por un acuerdo internacio-
nal, en cuya elaboración desempeñarán un gran papel
los asesores jurídicos de los ministerios nacionales in-
teresados. Este sistema se aplicará únicamente a los
Estados que han aceptado la cláusula de opción juris-
diccional del Estatuto de la Corte Internacional de
Justicia.
15. El PRESIDENTE, hablando como Relator Es-
pecial, dice que la finalidad del debate es orientar al
Relator Especial, que tendrá debidamente en cuenta
las opiniones manifestadas. Precisamente porque man-
tiene aún el punto de vista expresado en su informe,
que no comparten todos los miembros de la Comisión,
ha tratado de explicar en su intervención anterior su
posición según se indica en el método de formulación
que ha adoptado : una serie de bases de discusión.
16. Contestando al Sr. Spiropoulos repite lo que dijo
en relación con el problema de la intervención en ma-
teria de responsabilidad internacional : que su enfo-
que del problema se basa en la necesidad de permitir
el desarrollo de los principios establecidos por la Cor-
te Centroamericana de Justicia y, en principio, por el
Tribunal Mixto Arbitral de Alta Silesia, principios
contenidos también en el tratado concluido entre los
Estados Unidos y la República Federal de Alemania,
donde figura una disposición autorizando a los ex-
tranjeros a presentar una reclamación en relación con
los daños sufridos, sin intervención del Estado. Si,
como se desprende de la declaración del Sr. Spiropou-
los, la Comisión tiene una opinión contraria en todos
los casos que ha citado, se llegaría a la conclusión in-
concebible de que la Comisión se opone a la práctica
actual del derecho internacional. Pide a la Comisión
que no tome una decisión definitiva hasta que presen-
te su segundo informe en 1957.

17. Faris Bey E L - K H O U R I dice que la Comisión
celebra un debate de carácter general y que no se tra-
ta de tomar una decisión sobre esta cuestión. Debe
permitirse al Relator Especial que prepare otro texto
para el noveno período de sesiones.
18. El Sr. FRANÇOIS aprueba esta propuesta y
manifiesta que sería prematuro en este momento adop-
tar una decisión que obligara al Relator Especial a to-
mar una actitud determinada. La discusión ha sido
demasiado breve para poder examinar a fondo el tema
y no puede decirse que la Comisión se haya formado
una opinión definitiva. Es indudable que el Relator
Especial tendrá en cuenta la interesante propuesta for-
mulada por el Sr. Spiropoulos. El debate debe concluir
ahora y la Comisión debe pasar al tema siguiente de
su programa.
19. El Sr. SCELLE comparte plenamente la opinión
del Sr. François. No debe considerarse definitivamen-
te solucionada la cuestión basándose en este debate
de carácter preliminar, pero tampoco tiene sentido
continuar ahora la discusión.
20. El Sr. ZOUREK declara que el Sr. Spiropou-
los ha interpretado correctamente el pensamiento de
la Comisión en lo que se refiere a la incapacidad de la
persona para presentar una reclamación internacional
a fin de obtener reparación por los daños sufridos. Hay
que tener en cuenta siempre que el informe de la Co-
misión se presentará a la Asamblea General, que es el
órgano que tomará la decisión definitiva. Por esta ra-
zón, es necesario que la Comisión no se aparte de nin-
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gún modo de las disposiciones del derecho interna-
cional actual. No obstante, está completamente de
acuerdo en que no debe gastarse más tiempo en una
discusión puramente académica.
21. El Sr. LIANG, Secretario de la Comisión, dice
que si se resuelve que la Comisión dé directivas al
Relator Especial habrá que indicar claramente en qué
forma debe éste enfocar la cuestión y, por consiguien-
te, habrá que dedicar más tiempo a examinar una
cuestión tan extensa. Sin embargo, está claro desde
el principio que este debate de carácter general no
podía dar lugar a una decisión inmediata y que el Re-
lator Especial debía continuar libremente su labor en
la forma que estime oportuna. No surgirían dificulta-
des si existiera completa identidad de puntos de vista
entre el Relator Especial y los miembros de la Comi-
sión. La diferencia de opiniones no es una razón para
que la Comisión tome una decisión antes de examinar
el texto de los artículos provisionales. El momento
de recomendar al Relator Especial que modifique su
informe llegará cuando se presenten a la Comisión
dichos artículos. Así es como la Comisión se ha pro-
nunciado siempre sobre las cuestiones estudiadas por
los relatores especiales.
22. El Sr. SALAMANCA propone que se cierre el
debate. La Comisión respetará siempre la insistencia
con que una minoría sincera mantiene su opinión,
pero está convencido de que la Comisión logrará la ple-
na colaboración del Sr. Spiropoulos.
23. El PRESIDENTE, hablando como Relator Es-
pecial, contesta al Sr. Spiropoulos y al Sr. Zourek que
hay que distinguir entre cuándo se encarga a un rela-
tor especial preparar un informe sobre un tema deter-
minado y cuándo un relator especial prepara un pro-
yecto de convención sobre el cual la Comisión adoptará
una decisión que el Relator Especial tendrá en cuenta
al continuar su labor. En primer caso, el Relator Es-
pecial tiene completa libertad para enfocar el proble-
ma en la forma que estime más conveniente, pues no
se le ha dado ninguna directiva. En su informe sobre
la responsabilidad internacional, el Relator Especial no
ha presentado un proyecto de articulado; se ha limi-
tado a exponer algunas ideas como bases de discusión
sobre las cuales la Comisión no puede tomar una deci-
sión formal. Si presenta un nuevo informe gozará exac-
tamente de la misma libertad de acción, pero al prepa-
rarlo tendrá en cuenta los debates celebrados en el ac-
tual período de sesiones. La diferencia de opinión que
se ha puesto de relieve no quiere decir forzosamente
que su opinión difiera de la de la Comisión, pues sólo
dos de sus miembros han expuesto un parecer contra-
rio.
24. Hablando como Presidente, declara clausurado
el debate general sobre la responsabilidad internacional.
25. El Sr. KATZ, Director de los Estudios Jurídi-
cos Internacionales de la Universidad de Harvard, to-
ma la palabra por invitación del Presidente y resume
brevemente los estudios efectuados por su Departa-
mento acerca de la cuestión de la responsabilidad inter-
nacional.
26. El punto de partida del estudio es el proyecto de
convención de 1929, del Centro de investigaciones de
Harvard, relativo a la responsabilidad de los Estados.
Los trascendentales acontecimientos sobrevenidos desde
esta fecha en materia de responsabilidad internacional
exigen algo más que una simple revisión del primer
texto y lo que se propone es examinar de nuevo y a

fondo todo el problema utilizando toda la documenta-
ción disponible. El tema concreto del estudio es la res-
ponsabilidad civil de los Estados por los daños sufridos
por extranjeros. Esta cuestión no se relaciona con los
problemas a que da lugar la obligación de un Estado de
satisfacer una reparación a otro Estado por los daños
de que sea causa directa el primero, ni se trata tampo-
co de la responsabilidad de un Estado obligado a adop-
tar ciertas medidas además de la reparación: excusas,
prestación de honores y castigos de la parte culpable.
27. Este trabajo lo efectuará exclusivamente la Es-
cuela de Derecho de Harvard y es de esperar que se
considerará como una contribución al estudio general
de este problema. Si la Comisión considera útil este
estudio, tanto él como sus colaboradores se sentirán
profundamente satisfechos.

Relaciones e inmunidades consulares (A/CN.4/
98) (tema 5 del programa)

28. El Sr. ZOUREK, Relator Especial, presenta este
tema y la siguiente lista de preguntas sobre las que de-
sea conocer la opinión de los miembros de la Comisión :

"1. Amplitud de la codificación
"¿ Comparten los miembros de la Comisión el pun-

to de vista del Relator Especial que considera que su
labor ha de consistir no sólo en codificar las reglas
del derecho internacional consuetudinario, sino en
enunciar, mediante el análisis de los tratados interna-
cionales y especialmente de las convenciones consula-
res, así como de las legislaciones nacionales referen-
tes a los cónsules, unos principios que puedan recoger
la adhesión de los Estados pertenecientes a todos los
sistemas económicos y jurídicos del mundo?

"2. Forma de la codificación
"¿Consideran los miembros de la Comisión que la

labor de codificación referente a las relaciones e in-
munidades consulares ha de tomar la forma de un
proyecto de convención o de un proyecto de articula-
do referente a las relaciones e inmunidades consula-
res, que es lo que se propone hacer el Relator Espe-
cial, u opinan que hay que escoger otra forma?

"3. Cónsules honorarios
"El proyecto de artículos sobre las relaciones e in-

munidades consulares ¿ha de comprender disposi-
ciones referentes a la categoría de cónsul honorario?
Si la respuesta es afirmativa, teniendo en cuenta que
muchos Estados no reciben ni envían cónsules hono-
rarios, será preciso decidir si hay que elaborar dos
proyectos de convención, o si hay que incluir las dis-
posiciones referentes a los cónsules honorarios en
un proyecto único y, en las cláusulas finales, para los
Estados cuya legislación no reconoce a los cónsules
honorarios, establecer la posibilidad de que no acep-
ten el capítulo referente a ellos.

"4. Clases de representantes consulares
"¿Consideran los miembros de la Comisión que es

conveniente introducir en el proyecto, por lo que res-
pecta a los jefes de las oficinas consulares, la siguien-
te clasificación de los representantes consulares :

a) Cónsules generales
b) Cónsules
c) Vicecónsules
d) Agentes consulares?
"5. Funciones consulares
"¿El Relator Especial ha de tratar de elaborar,

basándose en el análisis de las convenciones consula-
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res y de las legislaciones nacionales, una definición
de las funciones consulares, o ha de remitir la cues-
tión, como se propone hacerlo, a las legislaciones
nacionales, insertando en el proyecto un artículo que
podría estar redactado de esta manera:
"A reserva de las convenciones en vigor, las atribu-

ciones y los poderes de los representantes consula-
res serán determinados, con arreglo al derecho
internacional, por los Estados que los nombren" ?
"6. Relaciones entre la reglamentación que se tra-

ta de establecer y las convenciones consulares ante-
riores

"¿Cuál ha de ser la relación que exista entre la
reglamentación que se trata de establecer, suponiendo
que sea aceptada por los gobiernos, y las muy nume-
rosas convenciones bilaterales, en particular las con-
venciones consulares? Parece natural que se incluya
en el proyecto una disposición que diga que la regla-
mentación que se trata de establecer no ha de afectar
a las convenciones bilaterales en vigor, ya que la con-
vención general sólo será aplicable en esos casos a
las cuestiones que no estén reguladas por las conven-
ciones bilaterales. La solución de este problema puede
tener repercusiones en la técnica del trabajo y en el
contenido del proyecto que está en preparación."

29. El aspecto teórico de la cuestión no plantea ningu-
na dificultad. El problema es más bien encontrar fórmu-
las que, aunque correspondan al derecho internacional
consuetudinario generalicen al mismo tiempo las dispo-
siciones de los numerosos tratados internacionales y, es-
pecialmente, de las convenciones sobre esta materia.
Por el momento no tendrá en cuenta las disposiciones
relativas a las inmunidades consulares, pues muchas de
ellas no se basan en el derecho consuetudinario. No obs-
tante, existen numerosas disposiciones en las conven-
ciones consulares que constituyen un cuerpo legal apro-
bado por los Estados sobre una base de reciprocidad.

30. A este respecto, es muy importante hacer un es-
tudio sobre la legislación nacional relativa a los cón-
sules. En todos los países, la condición jurídica de los
agentes consulares está afectada materialmente por las
disposiciones de la ley nacional referente, por una parte,
a la organización de los servicios consulares y, por otra,
a la condición jurídica de los cónsules extranjeros. Es-
te estudio colmará una laguna considerable y al mis-
mo tiempo facilitará una solución para numerosos pro-
blemas intrincados y discutidos. También ayudará a
fijar principios acerca de la exención de derechos adua-
neros que sean aceptable para muchos Estados. Por
ejemplo, en lo que se refiere al régimen de franquicia
aduanera, es muy frecuente que la legislación nacional
autorice la importación de determinados artículos en
régimen de franquicia sobre una base de reciprocidad.
La lista de los artículos admitidos en régimen de fran-
quicia varía en cada país, pero un estudio comparado
de las legislaciones permite establecer tres grandes cate-
gorías de objetos admitidos casi siempre en régimen
de franquicia: los emblemas y las banderas naciona-
les, los efectos de escritorio para los consulados, y los
efectos personales de los representantes consulares y
de sus familiares. Lógico es, pues, suponer que una
disposición que prescriba la franquicia aduanera de
estas tres categorías de objetos sería aceptable para un
gran número de gobiernos.

31. Una dificultad es que la documentación sobre los
textos de las leyes nacionales sea antigua, pues los tra-

bajos de Feller y Hudson se publicaron en 19331. La
Secretaría de las Naciones Unidas está preparando una
nueva colección de estas leyes y reglamentos pero toda-
vía no dispone de todos los textos, lo que explica el
retraso con que se ha preparado este informe. Esto no
tiene gran importancia habida cuenta de que el pro-
grama de la Comisión está muy cargado y que de todos
modos no habrá tiempo para examinar detalladamente
esta cuestión en el actual período de sesiones.

32. Con objeto de facilitar el examen del tema estu-
diará por orden las cuestiones antes mencionadas empe-
zando por:

1 Y 2. AMPLITUD Y FORMA DE LA CODIFICACIÓN

Si en su labor de codificación no incluye las normas
del derecho internacional consuetudinario, la primera
parte de su informe será forzosamente incompleta, pues
omitirá algunas cuestiones que fueron codificadas en
convenciones multilaterales, como la firmada en Caracas
en 1911 por cinco Estados latinoamericanos y la Con-
vención de La Habana sobre los Agentes Consulares,
de 1928, así como en muchas convenciones consulares
bilaterales y en otros tratados que contienen disposi-
ciones relativas a los cónsules. Otra solución consiste en
codificar, al margen de las reglas del derecho internacio-
nal consuetudinario, los principios consagrados gene-
ralmente por las convenciones internacionales, en espe-
cial las consulares, y por las legislaciones nacionales.
Esta solución permitiría preparar un proyecto de codifi-
cación mucho más completo y tendría la ventaja de
que generalizaría la aplicación de los principios deriva-
dos del análisis de las convenciones internacionales y
del estudio de las legislaciones nacionales, si dichos
principios fueran adoptados por la Comisión y fuesen
aprobados por la Asamblea General. Este es el procedi-
miento que se propone seguir.

33. El Sr. AMADO está completamente de acuerdo
con el Relator Especial en que su labor no es sólo
codificar las normas del derecho internacional consue-
tudinario, sino además deducir algunos principios que
sean aceptables para todos los Estados, examinando los
tratados internacionales y, especialmente, las conven-
ciones consulares y la legislación internacional relativa
a los cónsules.

34. El Sr. LIANG, Secretario de la Comisión, dice
que la Secretaría se hace cargo de que la colección de
leyes y reglamentos relativos a los cónsules, recogida
por Feller y Hudson está ya anticuada y que está tra-
tando de ponerla al día. La Secretaría ha enviado ya
al Relator Especial varios textos y espera poder facili-
tarle más antes de que termine este año.

35. Si la codificación adopta la forma de convención
es de temer que se tropiece con dificultades, pues la
cuestión de las relaciones e inmunidades consulares po-
siblemente no despertará gran interés por estar regula-
da principalmente por tratados bilaterales. Es preferible
adoptar la forma de artículos provisionales que sirvan
de base a los Estados para concluir convenciones bilate-
rales.

36. El Sr. SPIROPOULOS está de acuerdo en que
en el proyecto deben figurar los principios que parez-
can ser aceptables para los Estados que representan
todos los sistemas económicos y jurídicos del mundo.

1 Feller y Hudson : A Collection of the Diplomatic and Con-
sular Laws and Regulations of Various Countries, 1933.
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No debe constituir una codificación de las normas exis-
tentes, que son muy escasas, sino una serie de reglas que
se deduzcan de las convenciones vigentes. Por lo que
respecta a la forma de codificación, comparte la opinión
del Secretario de que una convención de carácter gene-
ral despertará probablemente poco interés. Sería me-
jor que la Comisión preparara una especie de tratado
modelo que sirva de base a los Estados para redactar,
con pocas diferencias, los tratados que concluyan entre
sí.

37. El Sr. SCELLE está de acuerdo en que la codifi-
cación debe hacerse en forma de serie de artículos
modelo y no como convención de carácter general. En
los tratados bilaterales vigentes hay muchas disposicio-
nes que en una convención no gozarían de la acepta-
ción general.

38. Sir Gerald FITZMAURICE comparte también
estas opiniones. Es indudable que el Relator Especial
tendrá que deducir sus principios principalmente de los
tratados internacionales y de las convenciones consula-
res, pero hay que tener en cuenta también algunas nor-
mas de derecho internacional consuetudinario que el
Relator Especial podría incluir en una sección distinta
de su informe. También debe tener presentes ciertas
convenciones consulares y muy recientes, como las con-
certadas entre el Reino Unido y México, y Suecia y
los Estados Unidos. Estas convenciones son el resulta-
do de un detenidísimo examen del problema teniendo
en cuenta las circunstancias actuales y se han concluido
después de muchas semanas de negociación. Serán una
orientación muy útil para el Relator Especial por lo
que respecta a las últimas teorías sobre esta materia.

39. El PRESIDENTE, en su calidad de miembro de
la Comisión, comparte la opinión del Relator Especial
de que debe deducir una serie de principios partiendo
de los tratados internacionales y de las convenciones
consulares, en vez de limitarse a codificar las corres-
pondientes normas del derecho internacional consuetu-
dinario. Está de acuerdo también en que la Comisión
debe preparar una serie de artículos relativos a las re-
laciones e inmunidades consulares en vez de preparar
una convención de carácter general. No obstante, la
labor de la Sexta Comisión en lo que respecta al
proyecto de procedimiento arbitral demuestra que la
Comisión no debe hacerse la ilusión de que el tratado
modelo que proponga como base para concertar conven-
ciones bilaterales o regionales encontrará menos oposi-
ción en la Asamblea General que un proyecto de con-
vención.

40. El Sr. SALAMANCA está de acuerdo en que la
codificación debe ser lo más amplia posible. La Comisión
puede dejar pendiente si es preferible un tratado mo-
delo, un código o una convención de carácter general,
y puede pedirse a la Asamblea General que se pro-
nuncie a este respecto cuando examine esta cuestión.
La forma definitiva de esta reglamentación no influirá
grandemente en la redacción actual.

3. CÓNSULES HONORARIOS

41. El Sr. ZOUREK, Relator Especial, refiriéndose
a su tercera pregunta hace observar que la existencia
de cónsules honorarios complica la codificación, pues
no se conceden las mismas inmunidades a las dos cla-
ses de cónsules en las convenciones consulares y en

las legislaciones nacionales. El Comité de Expertos
de la Sociedad de las Naciones para la codificación
progresiva del derecho internacional se opuso a que
existiera una categoría de cónsules honorarios, y la
práctica de los Estados y su doctrina jurídica no son
uniformes a este respecto. Sin embargo, muchos Esta-
dos reconocen esta institución. Cuando el Comité de
Expertos para la codificación progresiva del derecho
internacional propuso en su cuestionario la supresión
de la categoría de los cónsules honorarios, algunas
delegaciones, especialmente las de los Países Bajos,
Finlandia y Suiza, se opusieron por razones financie-
ras. Por lo tanto, las normas relativas a los cónsules
honorarios deben codificarse ; ahora bien, hay que de-
cidir cómo : si en dos proyectos de convención o en
un solo proyecto con un capítulo especial consagrado
a los cónsules honorarios y cuyas cláusulas finales dis-
pongan que los Estados cuya legislación no reconozca
a los cónsules honorarios no estarán obligados a acep-
tar el capítulo relativo a esta institución.

42. Sería más fácil resolver esta cuestión si la codifi-
cación revistiera la forma de proyecto de artículos,
pues de esta forma no habrá que presentarlos a los
Estados para la firma o adhesión. Pero el Relator Es-
pecial, como el Sr. Salamanca, cree que es mejor espe-
rar a conocer la opinión definitiva de los gobiernos,
preparar la codificación en forma de proyecto de con-
vención y ver si la Asamblea General está dispuesta a
adoptarlos como convención general. Si no sucede así
los artículos podrían adoptar la forma de tratado mo-
delo.

43. El Sr. AMADO indica que algunos países con-
ceden gran importancia a los cónsules honorarios. Bra-
sil considera muy útiles sus cónsules honorarios de
Lausana y Lovaina donde residen varios centenares de
estudiantes brasileños. No obstante, codificar las nor-
mas relativas a los cónsules honorarios será difícil y
quizás aún más difícil incluir disposiciones a este res-
pecto en una convención general. A pesar de todo, no
debe ignorarse la importancia que tienen los cónsules
honorarios en las relaciones generales entre Estados.
El orador no puede decidir en este momento si sería me-
jor incluir las normas relativas a estos cónsules en un
capítulo separado, pero su condición jurídica debe fijar-
se en dos o tres artículos.

44. El Sr. FRANÇOIS dice que los Países Bajos con-
ceden gran importancia a ía cuestión de los cónsules
honorarios, pues sólo han nombrado veinte cónsules
de carrera y quinientos cónsules honorarios. No puede
aceptarse la propuesta de que los cónsules honorarios se
asimilen a los de carrera. No se trata simplemente de
una cuestión de gastos. Los Países Bajos necesitan te-
ner cónsules en todos los puertos del mundo, incluso
en los más pequeños, y como un cónsul de carrera no
tendría suficiente trabajo en los puertos pequeños se
nombra a una persona que ya tiene otro empleo.

45. El Relator Especial no ha planteado correcta-
mente la cuestión de los cónsules honorarios y de ca-
rrera. El hecho de que se considere a un cónsul como
honorario o como cónsul de carrera es una cuestión
puramente nacional. Sólo existen dos diferencias esen-
ciales entre ellos ; su formación y su remuneración. Un
cónsul de carrera gana su puesto por examen y recibe
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un salario fijo, mientras que un cónsul honorario no
pasa ningún examen ni recibe un salario fijo.

46. La condición jurídica de los cónsules honorarios
parece diferir de la de los cónsules de carrera en ciertas
cuestiones, pero esto se debe a que algunas reglas gene-
rales referentes a la nacionalidad, al ejercicio de otras
profesiones, etc., no se aplican prácticamente más que a
los cónsules honorarios. En varios tratados consulares
no hay ninguna disposición que se refiera especialmente
a los cónsules honorarios, y en ellos se han formulado
las reglas en términos generales, de manera que abarcan
teóricamente a ambas categorías.

47. Por consiguiente, no está de acuerdo con la idea
en que se basa la tercera pregunta formulada por el
Relator Especial.

48. El Sr. SPIROPOULOS hace observar que la
cuestión indicada por el Sr. François demuestra que
el Relator Especial deberá examinar con mucha aten-
ción este asunto. Evidentemente, el Relator Especial no
ha tratado de negar la existencia de los cónsules hono-
rarios y de sus derechos, puesto que pregunta si en el
proyecto de artículos sobre las relaciones e inmunidades
deben figurar algunas disposiciones relativas a los cón-
sules honorarios. Considera acertada la observación del
Sr. François, pues los países pequeños no pueden tener
muchos cónsules de carrera, pero no está completamen-
te seguro de que la condición jurídica de unos y otros
sea exactamente la misma. Los cónsules honorarios
no gozan de las mismas inmunidades que los cónsules
de carrera, que hasta cierto punto tienen los mismos
derechos que los diplomáticos. Espera que el Relator
Especial pueda indicar en el próximo período de sesio-
nes hasta qué punto los cónsules honorarios disfrutan
también de estas inmunidades.

49. Faris Bey E L - K H O U R I hace resaltar que todo
el problema radica en la diferencia de inmunidades y
exenciones entre ambas clases de cónsules; esto debe
servir para orientar a la Comisión. Muchos Estados
no desean conceder estas inmunidades y exenciones a
los cónsules honorarios que sean nacionales del Estado
ante el cual están acreditados.

50. El Sr. SANDSTRÜM dice que la cuestión de las
relaciones e inmunidades consulares tiene cierta rela-
ción con la de las relaciones e inmunidades diplomáti-
cas, materia de la que fue Relator Especial. Al tratar
en su informe de las inmunidades diplomáticas planteó
la cuestión de si es posible nombrar agentes de la nacio-
nalidad del país en que están acreditados, y propuso
que se les concediera un tipo especial de inmunidad,
con arreglo a las normas actuales del derecho interna-
cional. No estudió la situación de los cónsules, pues
sólo disfrutan de inmunidades muy limitadas.

51. El Sr. AMADO está de acuerdo en que los
cónsules honorarios tienen gran importancia, pero en
este momento no puede concederles tanta importancia
como el Sr. François. Ni siquiera el Relator Especial ha
tomado aún una decisión. Es evidente que existen
diferencias de inmunidades y privilegios entre ambas
clases de cónsules. No está completamente de acuerdo
en que no deba hacerse ninguna diferencia entre los
dos tipos de cónsules, pues la cuestión no es tan sencilla
como cree el Sr. François.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.
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Relaciones e inmunidades consulares (A/CN.4/
98) (tema 5 del programa) (continuación)

3. CÓNSULES HONORARIOS (continuación)

1. El PRESIDENTE invita al Relator Especial a
contestar a las observaciones hechas en la sesión anterior
respecto de su tercera pregunta sobre las relaciones e
inmunidades consulares.
2. El Sr. ZOUREK, Relator Especial, dice que la
Comisión aceleraría su trabajo si pudiera ponerse de
acuerdo sobre una definición de los "cónsules honora-
rios" o "cónsules electi". Por lo general, estos cónsules
se eligen entre personas que residen ya en el país donde
van a desempeñar sus funciones que se suman a alguna
otra actividad remuneradora. Pueden ser nacionales del
país de residencia, del país que los nombra o de un
tercer Estado. Según el Sr. François, la diferencia que
hay entre cónsules de carrera y cónsules honorarios
es muy pequeña, y estriba principalmente en que los
cónsules honorarios no son nombrados mediante un
examen de entrada, no tiene una formación especial
y no son retribuidos. No obstante, el orador opina que
la diferencia esencial radica en que los cónsules de
carrera están ligados por un contrato que les convierte
en funcionarios del Estado que los envía; no ocurre lo
mismo con los cónsules honorarios que, por consiguiente,
no están sometidos a la misma diciplina. El que estén
o no remunerados no es una cuestión decisiva. Un fun-
cionario puede haber sido designado oficialmente y
no percibir ninguna remuneración. Un cónsul de carrera
sigue siéndolo aunque el Estado que le ha designado
no le pague nada o le pague sólo una parte de los emolu-
mentos normales. Las leyes nacionales de algunos países
confirman esta opinión sobre el carácter de los "cónsules
honorarios". El artículo 4 de la Ley Consular Finlandesa
de 1925, por ejemplo, divide a los cónsules en cónsules
de carrera, retribuidos o no, y en cónsules designados
en el lugar de sus funciones. El hecho de que las leyes


